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Actora: FEDERACIÓN COLOMBIANA DE FUTBOL
Se decide  el recurso ordinario de súplica interpuesto por el apoderado de la parte actora contra el auto del 5 de diciembre de 2011, por el cual la Magistrada Ponente admitió la demanda de la referencia y negó la solicitud de suspensión provisional.

I.- Antecedentes

El 9 de junio de 2011, la Federación Colombiana de Futbol actuando a través de apoderado interpuso acción de nulidad contra la Resolución 0284 de 2002, proferida por el Instituto Colombiano del Deporte - COLDEPORTES, con las siguientes pretensiones:

“1ª. Que se declaren la nulidad de la Resolución No. 0284 de 2002, por medio de la cual el Director General del Instituto Colombiano del Deporte – COLDEPORTES- establece el trámite para las actuaciones derivadas de la aplicación de los artículos 4º, 11º y 16 del Decreto Reglamentario No. 0776 de abril 29 de 1996.

2ª. Que, a título de medida cautelar, decreten la suspensión provisional de la resolución acusada, y

3ª. Que ordenen al Instituto Colombiano del Deporte – COLDEPORTES- el cumplimiento de la sentencia dentro del término de ley.”

II.- El Auto Suplicado

Por auto del 5 de diciembre de 2011 la Consejera Sustanciadora admitió la demanda y negó la solicitud de suspensión provisional, aduciendo que el cargo que expone el actor tiene que ver con el exceso en la potestad reglamentaria, y que siendo ello así, es necesario analizar el contenido de todas las normas que le sirven de fundamento al acto acusado, esto es, el artículo 37 del Decreto Ley 1228 del 18 de julio de 1995, el Decreto 00407 del 28 de febrero de 1996 y los artículos 29 y 30 de la Ley 181 de 1995, disposiciones éstas que pese a que sirvieron de sustento a la decisión censurada, no fueron señaladas como vulneradas por la parte actora.

En tal orden, para la Magistrada Conductora del Proceso no es propio efectuar el estudio de la suspensión del acto enjuiciado en este momento procesal, sino en la sentencia.

III.- El Recurso de Súplica

Afirmó el apoderado de la demandante que con la Resolución No. 0284 de 2002 el Director de COLDEPORTES excedió ampliamente su competencia, al establecer un procedimiento para imponer sanciones por las actuaciones enunciadas, por lo cual el acto acusado resulta manifiestamente contrario a la ley y al propio decreto que la desarrolla, pues, ni el Decreto Ley 1228 de 1995 ni el Decreto Reglamentario 0776 de 1996, establecen un procedimiento administrativo, sino que se limitan a determinar unas conductas.

Afirmó que la resolución acusada violaba los artículos 4º, 11 y 16 del Decreto 0776 al establecer un trámite para las actuaciones derivadas de dichos artículos, y que también violaba los artículos 18, 19 y 24 del Decreto Ley 1228 de 1995, en los que se prevén las situaciones de reconocimiento deportivo y personería jurídica de que se ocupa el acto censurado, pues las reglamenta al crear un trámite para su operatividad.

En ese sentido, expresó que la regulación de los aspectos del procedimiento administrativo, sea general o especial, es competencia del legislador.

Expuso que la ley de lo contencioso administrativo regula en su primera parte los procedimientos administrativos generales, y precisamente, prevé la existencia de procedimientos administrativos especiales, caso en el cual prevalecerán estas normas sobre las generales, pero aquellas deben tener carácter legal.

Sostuvo que el Director General de COLDEPORTES no tiene la facultad constitucional ni legal para crear procedimientos administrativos en materia de sanciones a los clubes deportivos, pues un proceder contrario violaría las normas que regulan su competencia e invadiría las funciones del Congreso de la República, tal como lo ha establecido la jurisprudencia del Consejo de Estado.

Posteriormente, trajo a colación los argumentos expuestos en el escrito de demanda, transcribiendo para el efecto los artículos 4º, 11 y 16 del Decreto 776 de 1996 que reglamentó la Ley 181 y el Decreto Ley 1228, los dos de 1995, cuyos textos no prevén las conductas sancionables descritas en el decreto reglamentario y que ahora son materia del establecimiento de un procedimiento administrativo creado en la resolución acusada.

Adicionalmente, aludió a varios pronunciamientos jurisprudenciales de la Sección Primera en los que se da cuenta de la declaración de nulidad de normas reglamentarias que crean los pluricitados procedimientos administrativos, los que, a su juicio, son aplicables al caso en examen, como quiera que se está desconociendo la competencia de la rama legislativa de parte de un funcionario de segundo orden de la rama ejecutiva del poder público, vulnerándose así el principio de reserva legal contenido en el numeral 2º del artículo 150 de la Constitución Política y el numeral 11  del artículo 189 de la misma Carta.

Indicó que en el estudio de legalidad no es relevante “determinar cuál ha sido el tratamiento que se le ha venido dando a los aspectos que se cuestionan de acto acusado”
, pues la consideración eventual de que así se haya hecho en el pasado no le agrega algo, ni le quita, a la calificación de ilegalidad evidente.

Agregó, que independientemente del contenido de la ley o del decreto que sirvió de fundamento para la expedición del acto enjuiciado, lo cierto es que no es posible establecer procedimientos administrativos mediante resoluciones.

IV.- CONSIDERACIONES

En orden a resolver lo pertinente, observa la Sala que el problema jurídico planteado se contrae a dilucidar si es procedente o no suspender provisionalmente los efectos del aparte normativo enjuiciado.

En efecto, el memorialista expone la vulneración de los artículos 4º, 11 y 16 del Decreto 0776 de 1996 y de los artículos 18, 19 y 24 del Decreto Ley 1228 de 1995, razón por la que es pertinente transcribir su contenido, junto con el de la Resolución No. 0284 del 25 de febrero de 2002, que se acusa en esta sede.

Pues bien, las disposiciones del Decreto Ley 1228 de 1995 dan cuenta de la existencia del reconocimiento deportivo y de la personería jurídica de los organismos deportivos como requisito para que entren en funcionamiento. Además señalan los entes encargados de expedirlo y las causales de cancelación de cada una de esas figuras. Los mandatos de ley son del siguiente tenor:

“Artículo 18. Reconocimiento deportivo. Para el fomento, protección, apoyo y patrocinio del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre, se instituye el reconocimiento deportivo que será otorgado, revocado, suspendido o renovado, según el caso, por Coldeportes y los alcaldes a través de los entes deportivos municipales del Sistema Nacional del Deporte.

Los actos que se expidan en relación con el reconocimiento deportivo están sujetos a los procedimientos previstos en el Código Contencioso Administrativo, y demás condiciones, términos y requisitos que el reglamento establezca.

El reconocimiento deportivo se concederá por el término de cinco (5) años, contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo correspondiente.

Cuando se produzcan cambios en los órganos de administración y de control, se deberá solicitar la actualización del reconocimiento deportivo.” (Subrayado fuera de texto).
“Artículo 19. Cancelación del reconocimiento. Coldeportes y los entes deportivos municipales suspenderán o revocarán el reconocimiento deportivo de los organismos deportivos, cuando éstos incumplan las normas legales o estatutarias que los regulan y según la gravedad de la infracción.”
“Artículo 24. Personería Jurídica. La personería jurídica de los organismos deportivos de nivel nacional, será otorgada por el Instituto Colombiano del Deporte, Coldeportes. 

La de los organismos deportivos de los demás niveles, por las autoridades competentes del respectivo nivel. En todos los casos, para su otorgamiento se exigirá el cumplimiento de normas legales y estatutarias de carácter deportivo.

Los clubes deportivos y promotores del nivel municipal sólo están obligados a obtener personerías jurídicas y organizarse como corporaciones deportivas, para acceder a recursos públicos y en los demás eventos que expresamente la ley determine. 

Coldeportes otorgará la personería jurídica de los clubes con deportistas profesionales organizados como corporaciones o asociaciones.”

A su turno, el Decreto Reglamentario 0776 del 29 de abril de 1996 en las normas que se invocan como vulneradas es del siguiente tenor:

“Artículo 4o. Actualizaciones. Cuando se produzca una reforma de los estatutos de un club deportivo profesional, organizado como asociación o corporación, una nueva elección de representante legal o de los miembros del órgano colegiado de administración, o de los de control o de disciplina u ocurra su reelección para un nuevo período estatutario, el organismo deportivo procederá a solicitar su inscripción ante Coldeportes.

La solicitud de que trata el presente artículo, se efectuará dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha en que ocurra la reforma o la elección, adjuntando copia autenticada del acta aprobada en la que conste tal evento.

El incumplimiento de lo dispuesto en este articulo acarreará la sanción de suspensión de la personería jurídica hasta por un término de tres (3) meses, según sea la dilación, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 37º numeral primero y 38º del Decreto Ley 1228 de 1995. Si transcurrido el término de duración de la suspensión, aún no ha cumplido con el requisito de inscripción dispuesto en este articulo, se le aplicará al club la revocatoria de la personería jurídica.”
“Artículo 11o. Suspensión o revocatoria del reconocimiento deportivo. El reconocimiento deportivo será suspendido cuando se incumplan las disposiciones legales, reglamentarias o estatutarias que rigen al club deportivo profesional y que afecten a los deportistas cuyos derechos deportivos se posean, a los particulares o personas jurídicas que adquieran títulos de afiliación, acciones o aportes, o en general a terceros. La reincidencia en las violaciones anteriores dará lugar a la revocatoria del reconocimiento deportivo.

El término de suspensión podrá ser hasta por un (1) año, atendiendo la gravedad de la violación. Cuando se trate de la violación de las disposiciones de los artículos 16º y 21º del Decreto Ley 1228 de 1995 o las previstas en la Ley 181 de 1995 o sus reglamentarias que sean desarrollo de los objetivos rectores o de los principios fundamentales que la ley establece, aplicables a estos organismos deportivos, se decretará la revocatoria del reconocimiento.”
“Artículo 16o. Faltas Graves Los siguientes comportamientos se entenderán como faltas graves que se sancionaran con la suspensión del reconocimiento deportivo, cuando el club deportivo profesional incurra en ellas por primera vez, y en caso de reincidencia, con la revocatoria del mismo, unida a la cancelación de la personería jurídica, si se trata de clubes organizados como corporaciones o asociaciones.

1. Dejar de cumplir con su objeto social, en los términos del literal d. del artículo tercero de este decreto.

2. Desatender los requerimientos de las autoridades competentes para ajustarse a las disposiciones legales en materia de composición accionaria o de concurrencia de aportes.

3. Impedir en forma injustificada, la participación de los deportistas cuyos derechos son de su propiedad, en las selecciones deportivas nacionales que tengan reconocimiento de Coldeportes.

4. Incumplir con las obligaciones a su cargo, en relación con la disposición de los derechos deportivos de los jugadores que sean de su propiedad.

5. Incitar públicamente a la violencia a los espectadores en los espectáculos deportivos.

6. Realizar actos de agresión, irrespeto o desacato frente a las autoridades del deporte o a los representantes de las instituciones públicas.

Parágrafo.- En caso de que la falta sea atribuible a una persona natural que forme parte del Club, Coldeportes solicitará la investigación a la autoridad competente o la avocará directamente, pidiendo o aplicando según sea el caso, la suspensión o si se diere reincidencia, el retiro de los miembros de los órganos que conforman su estructura que por omisión o acción hubieren dado lugar a su ocurrencia.”

Leídas las anteriores disposiciones se advierte que las mismas regulan las situaciones fácticas que pueden dar lugar a la suspensión o cancelación del reconocimiento deportivo.

La norma acusada en su parte resolutiva es la que a continuación se transcribe:

“PRIMERO: En los casos previstos en los artículos 4°, 11° y 16° del decreto Reglamentario 0776 DE 1996, para la imposición de la suspensión o revocatoria del reconocimiento deportivo y de la Personería Jurídica si fuere el caso, se procederá como se determina en los artículos siguientes.

SEGUNDO: Cuando se trate de una situación contemplada en el Artículo Cuarto del decreto 0776/96, se requerirá al Club mediante comunicación enviada al representante legal y a la dirección que aparezca registrada en Coldeportes, a efectos de que explique la razón de su incumplimiento. Para el efecto el auto donde ordena iniciar las diligencias deberá señalar el término para que el club de respuesta al oficio en mención. Vencido dicho término el director mediante Resolución motivada decidirá de fondo.

Si a pesar de decretada la suspensión, el Club no procede a la inscripción correspondiente, el Director mediante resolución motivada contra la cual procede el recurso de reposición en los términos y condiciones expresados en el Código Contencioso Administrativo impondrá la sanción prevista en el inciso final del artículo 4° del decreto 0776/96.

TERCERO: En los casos previstos en los artículos 11° y 16° del decreto en mención, se procederá así:

a) Habiendo tenido conocimiento de la Infracción, el Director de COLDEPORTES, formulará escrito de observaciones, en el cual se le fijará un término al Club Deportivo Profesional, para que exprese su opinión y explique su actuación.

b) Vencido el término para contestar el escrito al que hace alusión el literal anterior, y no habiendo pruebas que practicar, el Director de COLDEPORTES, proferirá la decisión que corresponda, mediante Resolución motivada contra la cual procede el Recurso de Reposición conforme a lo previsto en el C.C.A. En el evento de que fuese conducente la practica de aquellas, la decisión se proferirá una vez practicadas las mismas.

CUARTO: La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.”
En efecto, las anteriores normas disponen un procedimiento administrativo, de una parte, para lo dispuesto en el artículo 4º del Decreto 0776 de 1996, y otro procedimiento para cuando se trate de verificar las conductas establecidas en los artículos 11 y 16 del mismo acto.

Para la Sala es pertinente traer a colación el artículo 18 del Código Contencioso Administrativo, al que se remite el Decreto Ley 1228 de 1995 que es objeto de reglamentación por la decisión aquí censurada, pues allí  ordenó que todos los actos que se expidieran relacionados con el reconocimiento deportivo, entiéndase como tal la actualización, suspensión o cancelación de dicho reconocimiento, debía regirse por lo dispuesto en ese código:

Artículo 18. Reconocimiento deportivo. Para el fomento, protección, apoyo y patrocinio del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre, se instituye el reconocimiento deportivo que será otorgado, revocado, suspendido o renovado, según el caso, por Coldeportes y los alcaldes a través de los entes deportivos municipales del Sistema Nacional del Deporte.

Los actos que se expidan en relación con el reconocimiento deportivo están sujetos a los procedimientos previstos en el Código Contencioso Administrativo, y demás condiciones, términos y requisitos que el reglamento establezca.
(…)” (Resaltado fuera de texto).
Ahora, cuando el anterior artículo determina que el reconocimiento deportivo está sujeto también a las condiciones, términos y requisitos que el reglamento establezca, pareciera que habilitara al Ejecutivo con el fin de crear un procedimiento administrativo para esos menesteres. En tal orden, para la Sala, no es completamente claro el que se trate de una facultad exclusiva y excluyente del Congreso de la República, como lo afirma el demandante.

De otra parte, debe la Sala aludir a las razones que tuvo presente el proveído que se recurre para negar la suspensión provisional, pues allí se afirma que deben consultarse además de las normas que se invocaron en la demanda como violadas con la expedición de la resolución acusada, otras tales como la Ley 181 de 1995 y el Decreto 1227 de 1996 y el 407 de esa misma anualidad.

En efecto, se observa que en la parte considerativa de la Resolución No. 284 de 2002, las mentadas disposiciones aparecen citadas por el Director de COLDEPORTES en aras de respaldar la legalidad de la decisión que se censura, por lo que resulta imperioso el que se efectúe la confrontación del acto impugnado frente a todas las normas que cita el acto administrativo, asunto que debe ser resuelto en la sentencia.

Bajo tales premisas, por encontrarse ajustado a derecho, la Sala confirmará el auto impugnado.
R E S U E L V E:

CONFÍRMASE el auto suplicado del 5 de diciembre de 2011.
Cópiese y notifíquese.

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en reunión celebrada el 27 de septiembre de 2012. 

MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO                                             MARCO ANTONIO VELILLA MORENO 

DANIEL MANRIQUE GUZMÁN

Conjuez
Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Folio 1 de este Cuaderno.


� Folio 53 de este Cuaderno.





